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El 30 de enero de 2020, la Organización Mundial de la Salud declaró el brote del coronavirus 
COVID-19 como una Emergencia de Salud Pública de Importancia Internacional (ESPII), ya que su 
propagación internacional supone un riesgo para la salud pública de los países y exige una respuesta 
internacional coordinada. En su declaración, el Comité de Emergencias instó a los países a estar 
preparados para contener la enfermedad pues todavía es posible interrumpir la propagación del virus, 
siempre que se adopten medidas firmes para detectar la enfermedad de manera precoz, aislar y tratar los 
casos, hacer seguimiento de los contactos y promover medidas de distanciamiento social acordes con el 
riesgo. 

En la Comunidad Autónoma de Andalucía, con fecha de 13 de marzo, tras reunión del Comité 
Ejecutivo para el Control, Evaluación y Seguimiento de Situaciones Especiales de Andalucía, se aprueban 
mediante Orden de la Consejería de Salud y Familias una serie de medidas preventivas de salud pública 
en la Comunidad Autónoma de Andalucía como consecuencia de la situación y evolución del coronavirus 
(COVID-19). 

Con posterioridad se aprueba por el Gobierno de la Nación el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19. Dicho Real Decreto ratifica en virtud de su disposición final primera todas las 
disposiciones y medidas adoptadas previamente por las autoridades competentes de las comunidades 
autónomas y de las entidades locales con ocasión del coronavirus COVID-19, que continuarán vigentes y 
producirán los efectos previstos en ellas, siempre que resulten compatibles con ese Real Decreto Ley. 
 

Teniendo en cuenta el impacto que esta situación de emergencia produce en la economía, unido 
al alcance de las medidas decretadas a nivel nacional, resultó necesario adoptar con carácter urgente en 
la Comunidad Autónoma de Andalucía otras medidas que permitieran paliar dicho impacto, aprobándose 
el Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario al sector económico, 
de agilización de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social, para luchar contra los 
efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19), que determinó la tramitación de emergencia para 
cualquier tipo de contratación que precisen los órganos de contratación de la Administración de la Junta 
de Andalucía, de sus entidades instrumentales y consorcios adscritos, para la ejecución de cualquier 
medidas para hacer frente al COVID-19. 
 

Posteriormente, el Gobierno de la Nación ha aprobado el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-
19, modificando en su disposición fnal sexta el artículo 16 sobre contratación del Real Decreto-ley 
7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico 
del COVID-19, clarificando el régimen de prestación de garantías en caso de requerirse abonos a cuenta 
en la contratación de emergencia. 
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DECRETO-LEY 5/2020, DE 22 DE MARZO, POR EL QUE SE MODIFICA EL DECRETO-LEY 3/2020, DE 
16 DE MARZO, DE MEDIDAS DE APOYO FINANCIERO Y TRIBUTARIO AL SECTOR ECONÓMICO, DE 
AGILIZACIÓN DE ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS Y DE MEDIDAS DE EMERGENCIA SOCIAL, PARA 
LUCHAR CONTRA LOS EFECTOS DE LA EVOLUCIÓN DEL CORONAVIRUS (COVID-19). 
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La evolución de la situación de emergencia exige nuevas medidas para que, además de garantizar 
la inmediata contratación de cuantas actuaciones pudieran ser adecuadas para confrontar dicha situación, 
sea posible el libramiento de los fondos necesarios con carácter de a justifcar y sin restricciones, con una 
mayor flexibilidad en las tramitación de los abonos a cuenta y pagos derivados de la contratación de 
emergencia para la adopción de cualquier tipo de medida directa o indirecta por parte de los órganos de 
contratación de la Administración de la Junta de Andalucía, sus entidades instrumentales y consorcios 
adscritos para hacer frente al COVID-19. 

II 
La regulación del Decreto-ley en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía se contempla 

en el artículo 110 del Estatuto de Autonomía que establece que «en caso de extraordinaria y urgente 
necesidad el Consejo de Gobierno podrá dictar medidas legislativas provisionales en forma de decretos-
leyes, que no podrán afectar a los derechos establecidos en este Estatuto, al régimen electoral, ni a las 
instituciones de la Junta de Andalucía. No podrán aprobarse por decreto-ley los presupuestos de 
Andalucía». 

 
La situación provocada por la declaración de emergencia de salud pública de importancia 

internacional genera la concurrencia de motivos de salud pública que determinan la necesidad de adoptar 
las medidas precisas para prevenir y paliar el impacto de la situación generada por la epidemia del COVID-
19 en los diversos ámbitos en los que se plantean. En este escenario y en el ámbito de las competencias 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, se aprobó el citado Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, que 
entre las medidas que contempla recoge en su Capítulo III las referentes a la agilización de los procesos 
de contratación. 

 
Según el artículo 47.2.3.ª del Estatuto de Autonomía para Andalucía, la Comunidad Autónoma 

ostenta la competencia compartida con el Estado sobre los contratos y concesiones administrativas. En 
desarrollo de esa competencia se dictó la Ley 9/1996, de 26 de diciembre, por la que se aprueban 
medidas fiscales en materia de Hacienda Pública, contratación administrativa, patrimonio, función pública 
y asistencia jurídica a entidades de derecho público y el Decreto 39/2011, de 22 de febrero, por el que se 
establece la organización administrativa para la gestión de la contratación de la Administración de la Junta 
de Andalucía y sus entidades instrumentales y consorcios y se regula el régimen de bienes y servicios 
homologados. 

 
Dado que la situación provocada por el coronavirus COVID-19 obliga a actuar a la Administración de 

la Junta de Andalucía de una forma inmediata, se considera imprescindible modificar mediante Decreto-ley 
algunas de las medidas previstas en materia de contratación en Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, con 
la finalidad de aclarar la tramitación a seguir para los supuestos de contratación de emergencia para 
luchar contra los efectos de la evolución del coronavirus COVID-19. 

 
Por todo ello, en ejercicio de la facultad conferida por el artículo 110 del Estatuto de Autonomía para 

Andalucía, a propuesta del Consejero de la Presidencia, Administración Pública e Interior y del Consejero 
de Hacienda, Industria y Energía, de conformidad con lo previsto en el artículo 27.3 de la Ley 6/2006, de 
24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, previa deliberación del Consejo de 
Gobierno, en su reunión celebrada el día 22 de marzo de 2020, 
 
 

DISPONGO 
 
 



D E C I S I O N  

  PÁG. 3 

 

 

Artículo Único. Modificación del Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo 
financiero y tributario al sector económico, de agilización de actuaciones administrativas y 
de medidas de emergencia social, para luchar contra los efectos de la evolución del 
coronavirus (COVID-19).  
 
El Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario al sector económico, 
de agilización de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social, para luchar contra los 
efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19), queda modificado como sigue: 
 
UNO. Se modifica el artículo 9, que queda modificado como sigue: 
 “Artículo 9. Contratación de emergencia.  
1. Podrán tener la consideración de contratos de emergencia cumpliendo los requisitos del artículo 120 de 
la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al 
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, los contratos que se celebren para la adopción de cualquier tipo 
de medida directa o indirecta por parte de los órganos de contratación de la Administración de la Junta de 
Andalucía, sus entidades instrumentales y consorcios adscritos para hacer frente cal COVID-19. 
2. En estos casos, si fuera necesario realizar abonos a cuenta por actuaciones preparatorias a realizar por 
el contratista, no será de aplicación lo dispuesto respecto a las garantías en la mencionada Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, siendo el órgano de contratación quien determinará tal circunstancia en función de la 
naturaleza de prestación a contratar y la posibilidad de satisfacer la necesidad por otras vías. De la 
justificación de la decisión adoptada deberá dejarse constancia en el expediente. 
3. El libramiento de los fondos necesarios para hacer frente a los gastos que genere la adopción de 
medidas para la protección de la salud de las personas frente al COVID-19 se realizarán a justificar sin que 
sea de aplicación lo establecido respecto a las garantías en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. En casos 
debidamente justificados y excepcionales, previa autorización del titular de la Consejería competente en su 
respectivo ámbito ,los libramientos podrán alcanzar hasta el 100 % del gasto .Dicha autorización deberá 
comunicarse de forma inmediata al titular de la Consejería de Hacienda, Industria y Energía . 
4. Lo dispuesto en el apartado 3 también será de aplicación a los encargos de ejecución regulados en el 
capítulo 32 de la Ley 9/ 2017 de 8 de noviembre.” 
 
DOS. Se modifica la disposición transitoria única , que queda redactada como sigue: 
“Disposición transitoria única. Contratación de emergencia. 
1. Lo dispuesto en el artículo 9 relativo a la contratación de emergencia será también de aplicación a las 
actuaciones y contratos cuya tramitación se hubiere iniciado con anterioridad a la entrada en vigor del 
presente Decreto Ley, cuando resulten necesarios para hacer frente a la situación derivada de la 
incidencia del COVID-19. 
2.No será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 34 de la Ley 9/1996, de 26 de 
diciembre, por la que se aprueban medida fiscales en materia de Hacienda Pública, contratación 
administrativa, patrimonio, función pública y asistencia jurídica a entidades de derecho público para los 
contratos contemplados en el artículo 9 del presente Decreto Ley.” 
 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en este 
Decreto-ley. 
 

Disposición final primera. Desarrollo y ejecución. 
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1. Se habilita a la persona titular de la Consejería de la Presidencia, Administración Pública e Interior para 
dictar, para la gestión eficaz de la Administración de la Junta de Andalucía, cuantas disposiciones sean 
necesarias para el desarrollo y ejecución de lo dispuesto en este Decreto-ley. 
2. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia de Hacienda para dictar 
las disposiciones que sean necesarias en desarrollo y ejecución del presente Decreto-ley. 
 
Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
El presente Decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía y mantendrá su vigencia mientras se mantenga el estado de alarma declarado por el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

                                                    Sevilla, 22 de marzo de 2020 

                     

 
                                      Juan Manuel Moreno Bonilla 
                                 PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA 

 
             Elías Bendodo Benasayag 
      CONSEJERO DE LA PRESIDENCIA, ADMINISTRACIÓN 
                PÚBLICA E INTERIOR 


